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Defensoria

Provincia de Buenos Aires




                        La Plata, 28 de mayo de 2019
VISTO, las facultades conferidas por el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, lo establecido en Ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 13.834, su modificatoria Ley N° 14.833, el Reglamento Interno de la Defensoría, el trámite interno N° 5870/19 y,
CONSIDERANDO
Que distintos ciudadanos y ciudadanas de Mar del Plata, afiliados al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI), han concurrido a la Delegación Adultos Mayores de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires de esa ciudad, donde realizaron reclamos requiriendo nuestra intervención, ante la falta de acceso a asistencia social, alimentaria, habitacional, de acompañamiento y cuidado como consecuencia de lo escaso de su haber previsional.
Que dichos reclamos tienen su origen en un hecho público y notorio, que nuestro país se encuentra atravesando una grave situación socioeconómica que afecta a la sociedad toda y en particular a aquellos sectores más vulnerables, que ven mermada su capacidad adquisitiva y el acceso a derechos.
Que en particular, las personas adultas mayores, beneficiarias de prestaciones previsionales vienen sufriendo un deterioro sistemático en el poder adquisitivo de sus ingresos, sumado a los preocupantes índices de inflación y la situación macroeconómica, creando graves dificultades económicas en los hogares de este colectivo, toda vez que incide directamente en los costos de alquiler, alimentos, medicamentos, servicios públicos, redundando en un fuerte deterioro de la calidad de vida de la población mayor de 60 años.
Que el otorgamiento de subsidios económicos por vía de excepción, en razón de especiales circunstancias socio económicas y de salud de los afiliados, se encuadra dentro de las prestaciones sanitarias y sociales, integrales, integradas y equitativas, tendientes a la promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación de la salud, que constituyen el objeto del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 2° de la Ley 19.032 y sus modificatorias.
Que en este sentido, el Artículo 3° de la citada Ley establece que esa Obra Social podrá prestar servicios destinados a la promoción y asistencia social de los afiliados, como por ejemplo, el otorgamiento de subsidios.
Que los servicios y prestaciones que requieren las personas mayores cobran singular relevancia a fin de sostener y mejorar su calidad de vida, siendo necesario el fortalecimiento de los sistemas de cuidados, y que los mismos sean llevados adelante por personal capacitado y regularizado laboral e impositivamente.
Que en particular, los montos de los apoyos económicos que brinda el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados se encuentran congelados desde hace tiempo y que actualmente no guardan relación con los costos reales de las prestaciones que se pretenden subvencionar. Entre ellos se pueden mencionar como ejemplo, el subsidio para alquiler, que asciende actualmente a la suma de $650.-; el subsidio para alimentos de $ 290.-; el subsidio de asistencia a la dependencia y la fragilidad de $ 870.-; y el subsidio de apoyo domiciliario (cuidadores con entrenamiento específico) de $2400.
Que ello así, a través de un trámite de excepción, que era sometido a un análisis riguroso interdisciplinario, la ayuda económica se venía brindando a los afiliados hasta el mes de diciembre de 2018, a partir de  Resoluciones emitidas por la Dirección Ejecutiva del organismo, situación que se vio modificada en el corriente año, donde las prestaciones fueron discontinuadas.
Que en cuanto a la protección de estos derechos, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, ratificada en nuestro país por Ley 27.360, establece un serie de definiciones y alcance de los derechos de las personas mayores, y también define principios convencionales como la promoción y defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, la valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y contribución al desarrollo, la dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor, la igualdad y no discriminación, entre otros.
Que asimismo, la doctrina ha señalado que la principal forma de maltrato a los adultos mayores “está relacionada con la privación de los derechos fundamentales y la falta de oportunidades, o sea, la imposibilidad de acceder a la sanidad, el analfabetismo, la falta de libertad, la carencia o insuficiencia de las pensiones” (Semino, 2004).
Que según la Organización Mundial de la Salud (OMS), para el año 2030 habrá mil millones de personas mayores de 65 años. Actualmente en la Argentina el 14% de la población tiene más de 60 años, lo que representa aproximadamente 5.725.838 personas. En la Provincia de Buenos Aires, según el Censo 2010, hay 2.695.066 de personas mayores de 60 años, lo que representa un 17 % de la población total de nuestra Provincia y que constituye además prácticamente la mitad de adultos mayores de todo el país.
Que es el Estado quien debe garantizar el cumplimiento y efectivo goce de los derechos de las personas adultas mayores, a quienes debe dárseles una protección especial atento su mayor grado de vulnerabilidad.
Que el otorgamiento de subsidios o apoyos económicos por parte del Estado a las personas en situación de vulnerabilidad, constituye una herramienta fundamental para garantizarles una vida digna –máxime ante la actual situación económica de nuestro país-, siendo menester entonces que se arbitren los medios necesarios para la regularización de los mismos por parte del Organismo destinado al resguardo de sus derechos y actualizando los montos respectivos.
Que el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes”, por lo que, de conformidad con el art. 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTICULO 1: RECOMENDAR al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, a fin que dé respuesta con carácter de urgente a los pedidos pendientes de resolución respecto de los subsidios que brinda, especialmente el relativo a la cobertura del 100% en medicamentos. Asimismo, instar a que actualice y aumente los montos de los subsidios por alquiler, subsidios por alimentos, subsidios por asistencia a la dependencia y la fragilidad, subsidios de apoyo domiciliario (cuidadores con entrenamiento específico), para satisfacer de manera urgente las necesidades básicas de los jubilados y pensionados que regularmente acreditan la necesidad de acceder a los mismos.
ARTICULO 2: Registrar, notificar y cumplido, archivar.
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